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  Prólogo


  El proceso abierto en mayo de 2003 con Néstor Kirchner en el gobierno sigue siendo para mí uno de los fenómenos más interesantes para pensar. Del mismo modo que ese momento fue para mí un reencuentro con los años de militancia, siempre tomé antídotos contra la melancolía. Esta Patria del siglo XXI tiene otras complejidades, algunas con raíces comunes a la segunda mitad del siglo pasado, y otras completamente diferentes. Tomé la iniciativa de escribir este libro para consignar información y análisis propios, así como de una decena de personas formadas, comprometidas y que merecen mi respeto. El último capítulo es el resultado de un estudio sociológico a través de un método muy reputado, que consiste en convocar a personas comunes que de modo anónimo se prestan a conversar y dar sus puntos de vista sobre lo que nos pasó, nos está pasando y creemos que nos puede pasar. Y como la política es economía concentrada, le pedí a Horacio Rovelli, a quien conocí en la Facultad de Ciencias Económicas en los albores de los setenta, que escribiera un capítulo imprescindible como es la marcha de las finanzas, las cuentas públicas, la distribución de la riqueza o la inserción de la Argentina en América Latina y el mundo. Si algún deseo íntimo puedo sumar a lo dicho es que muchas personas y muchos colectivos puedan expresarse con su propia identidad y, al mismo tiempo, despojarse de sus verdades consumadas. Así como aquella idea de democracia era una convención a principios de los ochenta, esta democracia que vivimos puede y debe seguir sumando desafíos.


  Este libro, para mí, tiene un valor simbólico importante. Tres décadas de ejercicio del periodismo. Todavía uno guarda en la memoria el escenario con el que Raúl Alfonsín encontró al Estado: la dictadura dejaba una deuda externa impagable y había saldado cash las armas para la aventura de Malvinas. Cuando Alfredo Concepción llegó al Banco Central lo encontró prácticamente sin reservas. Tras el intento valiente de darle el timón de la economía a Bernardo Grinspun, el presidente radical fue ensayando un acercamiento a quienes llamó “los Capitanes de la Industria”, como primer paso para adecuar sus decisiones a la presión de los intereses de los grupos concentrados que manejaban el poder real. Cuando la administración de las cuentas públicas, los paros generales y la inflación acosaban al gobierno, Alfonsín llamó por teléfono a Jesús Rodríguez, un referente de la Juventud Radical, y le dijo: “Gallego, sos el último, no podés fallarme”. Rodríguez hizo lo que pudo al frente de esa cartera, pero el gobierno que estrenaba la democracia se fue en llamas unos meses antes de que se cumpliera el plazo institucional.


  Pasados los años, la figura de Alfonsín es recordada con afecto y respeto, pero no quedó nada de aquel alfonsinismo que se planteaba el desafío de crear un tercer movimiento histórico. El menemismo llegó de la mano de algunas corporaciones nacionales como Bunge y Born, Atlántida y Clarín, para luego entrar drásticamente en alianza con las empresas y los bancos extranjeros mediante un plan de entrega de activos públicos a corporaciones privadas transnacionales, que le presentó el Citibank. Menem pudo reformar la Constitución por medio del Pacto de Olivos que firmó con Alfonsín, y con eso logró su reelección, con un peronismo alineado detrás de él y una oposición que no pudo evitar que avanzara la entrega del país y ni que siguiera creciendo la deuda externa.


  Parte de los grupos empresarios que se beneficiaron con el ascenso de Menem fueron los que luego se vieron desplazados en los negocios y contribuyeron a que la estrella del riojano cayera fuertemente. Los procesos judiciales se multiplicaron. El peronismo se dividía y Eduardo Duhalde, que había sido su primer vicepresidente, intentó competir en las elecciones de 1999 contra el radicalismo, con un planteo industrialista que contrastaba con la destrucción de las pymes industriales provocada por el plan de Domingo Cavallo y las empresas multinacionales.


  El radicalismo pudo reconstruirse, mediante la Alianza y sin ninguna reivindicación del período de Alfonsín. En el sentido de rivalidad partidaria y no de catadura moral, De la Rúa era a Alfonsín en el radicalismo lo que Duhalde a Menem en el peronismo. Pero estas dos tradiciones políticas procesaron sus diferencias de modo completamente distinto. El delarruismo, con su existencia fugaz, hizo caso omiso de los referentes alfonsinistas. De la Rúa prefirió darles poder a los banqueros y al “Grupo Sushi”, nucleado alrededor de Antonio de la Rúa, un casi desconocido hijo presidencial. En cambio, Duhalde negoció con distintos gobernadores y referentes justicialistas para evitar la disgregación partidaria.


  El ensayo aliancista capotó de inmediato. No sabían cómo salir de la convertibilidad y las grandes empresas nucleadas en el Consejo Empresario Argentino marcaban el rumbo en sintonía con la banca extranjera. De la Rúa llamó a Cavallo porque era el único que podía desarmar la bomba que él mismo había creado. El sofisma duró poco y en diciembre de 2001 estalló la Argentina en la crisis más profunda desde 1983. La transición de Duhalde culminó en la elección de abril de 2003, a la que el peronismo llevaba tres fórmulas y ninguna pasaba el 25 por ciento de los votos. El radicalismo, desde ya, estaba apagado. Cuando tenían que ir al ballotage las dos fórmulas con más votos, Carlos Menem y Néstor Kirchner, el santacruceño dijo: “Que Menem vaya a discutir con la Justicia”. El riojano se bajó de la segunda vuelta y se inició este período de doce años que concluirá, en términos institucionales, el 10 de diciembre de 2015.


  El escenario que afronta el Frente para la Victoria en este último año de mandato de Cristina Fernández de Kirchner es muy complejo. Por un lado, exhibe ante el conjunto de la sociedad una cantidad de logros que van desde la recuperación económica hasta el restablecimiento de derechos laborales y sociales esenciales. Por otra parte, el kirchnerismo hizo de la vigencia de los derechos humanos y el juzgamiento de los crímenes de lesa humanidad una política de Estado cuando, hasta 2003, no faltaban quienes decían que esas banderas “eran testimoniales”. No solo Néstor y Cristina pudieron conducir un proceso pacífico y legal para terminar con los vestigios del terrorismo de Estado sino que además fortalecieron las políticas no punitivas frente a la protesta social. Sin perjuicio de los logros propios de la gestión, especialmente después de las PASO de agosto de 2013, el gobierno de Cristina tiene muchos frentes abiertos. La oposición sostiene casi a coro que se trata de errores propios, mientras que los seguidores del gobierno atribuyen los problemas a las presiones corporativas.


  Estas páginas están escritas para compartir información, análisis y opinión respecto de esta coyuntura. Compartir es conjugar coincidencias y diferencias, claro, como todo lo que se hace en equipo. Este es mi décimo libro y surgió porque no podía hacerme el distraído ante una coyuntura política y cultural muy compleja, en la que yo mismo no me siento identificado con un esquema binario, de lo bueno y lo malo, lo ganado o lo perdido, que se parece más a un maniqueísmo futbolero que a pensar la Patria. Estas páginas, como todo texto periodístico urgente centrado en el palpitar del presente, pueden tener imprecisiones y carecer de algunos datos, pero pretenden poner en cuestión algunos temas que contribuyan a pensar el escenario que quedará en la Argentina después del 10 de diciembre de 2015, en el que sin duda se prefigurarán realineamientos políticos y que tendrá, por sobre todo, una transición económica llena de desafíos.


  Introducción


  La Patria es lo más íntimo. Es un grito interior, un recuerdo, los sueños de tus padres, una música que se rumorea cuando estás lejos de tu tierra. La Patria es, al mismo tiempo, una construcción cincelada por una serie de aparatos institucionales que te llevan a aprender un himno, a venerar unos próceres. La Patria, entonces, no solo son otros y otras que se identifican con un pasado y, quizás, con unos sueños colectivos. Es también el resultado de un diseño. Del diseño de quienes están en la cúspide de una serie de aparatos de poder. De grupos que, instalados en ciertas agencias públicas y empresas privadas, pueden tomar decisiones. La Patria fue reclamada socialista cuando la coreaban militantes revolucionarios antes de la llegada de Perón. Fue demandada peronista cuando Perón volvía después de dieciocho años de exilio. La Patria fue La Patria, a secas, cuando las Fuerzas Armadas dieron un nuevo golpe de Estado y abrieron el paso para que una serie de familias con olor a bosta de vaca y mucha plata en los bancos pudiera jibarizar un poco más a los patrios. La Patria entonces fueron ellos, excluyendo al resto de la sociedad, una situación perversa que Charly García definió con genialidad, cantando en “Botas locas”: “Si ellos son la patria, yo soy extranjero”. La Patria no solo son las tripas y los escenarios de disputas. Es un conjunto de interacciones pensadas, de intereses cruzados. La Patria se vive, se sufre, se disfruta. Te deja que la veas y te quedes afónico. A veces afónico de tu propia verdad sin que escuches siquiera el eco de tu voz o sientas el acompañamiento de otros. A veces, la Patria te interpela. Algo hace que la pienses y te acuerdes de Atahualpa Yupanqui cuando decía que un amigo es uno mesmo con la piel de otro.


  La Patria, en fin, es la diversidad. Pero también la desigualdad. Es un grupo de gente beneficiada por la exportación de la soja y, al mismo tiempo, los cientos de miles de familias que tienen una vivienda o un trabajo precario. Las Patrias, en el siglo XXI, están más que nunca atravesadas por la globalización: un planeta de 7.000 millones de habitantes donde 70 millones son poseedores del 46 por ciento de lo que se produce. Si se va más a la punta de la pirámide social, un centenar de personas ultrarricas perciben anualmente lo mismo que la mitad de los habitantes de la Tierra. Y la Patria también es la distribución cada vez más regresiva de la riqueza. Sucede en Estados Unidos y en Europa, donde los ultrarricos cada vez pagan menos impuestos, al tiempo que se recortan los programas sociales. Pero también sucede en China, cuyo crecimiento impresionante fortalece a un sector que se apropia de más ingresos que las grandes mayorías. En cada rincón del planeta hay gentes que quieren a sus Patrias, pero no prosperan modelos de igualdad, fraternidad y libertad, sino que el capitalismo financiero avanza sin muchos frenos hacia un modelo de concentración de poder.


  ¿Quién te dijo que pelear por tu verdad y por tus intereses, inevitablemente, te lleva a no sentir a los otros, a los que piensan y sienten distinto? ¿Acaso la Patria no puede ser el partido y el entero? El Bicentenario de la Revolución de Mayo de 1810 fue una de esas raras oportunidades en las que el celeste y el blanco inundaron a propios y ajenos. En el fervor, no importaba tanto si, en su origen, esos eran los colores borbones. Hubo alegría. Hubo apertura a buscar otras raíces, a reconocerse en todas las regiones de la América hispana que habían gritado libertad. La elección de la junta de gobierno patrio nos fue contada como el grito fundacional tanto por los historiadores consagrados como por los revisionistas. Luego se abren las inevitables interpretaciones que van marcando diferencias sustantivas. A medida que se desataban los conflictos hubo saavedristas y morenistas, hubo posiciones distintas acerca del lugar que cada cual ocuparía en las protoprovincias unidas del Río de la Plata. Había un escenario cambiante e imprevisible, en parte como reflejo de lo que pasaba del otro lado del Atlántico. España invadida, Napoleón triunfante, la Corte portuguesa trasladándose a Río de Janeiro, una Gran Bretaña poderosa con una diplomacia y un comercio silenciosamente avasallantes.


  No es la idea de estas páginas internar al lector en los orígenes. Estas menciones son para volver al presente. Lo que se viene en unos meses es un dilema que pondrá en juego una vez más las tensiones entre la política y la historia. Aquel escenario llevó a que, pasados apenas cinco años del grito insurreccional de 1810, la Patria que todavía no era Nación ya estuviera claramente partida. En junio de 1815, en Arroyo de la China, luego Concepción del Uruguay, se reunía el Congreso de Oriente. Bajo el liderazgo de José Gervasio de Artigas hubo delegaciones formales de Corrientes, Misiones, Entre Ríos, Córdoba, Santa Fe y la Banda Oriental, todos convencidos de romper los lazos con el reino de España. El Directorio, porteñista y unitario, había avalado la invasión portuguesa a las tierras orientales, lo que hoy es Uruguay. Los porteños no querían conflictos con la diplomacia británica y en Montevideo también había un grupo de comerciantes liberales que le daban la espalda a Artigas. Era un tiempo donde la información no llegaba en forma instantánea, pero hay una coincidencia en las fechas que no puede ser desdeñada. El Congreso de Oriente se hizo apenas diez días después de la batalla de Waterloo. Era el fin del poder de Napoleón y la consolidación británica en Europa, y también en los viejos dominios españoles. Fernando VII había vuelto al trono un tiempo antes de la mano de la resistencia española, así como de las tropas inglesas comandadas por el duque de Wellington.


  En su biografía de Manuel Dorrego, el historiador Gabriel Di Meglio menciona oportunamente que varios de los oficiales revolucionarios habían sido educados en Europa en el cuestionamiento del despotismo. Sin embargo, en ese escenario cambiante y contradictorio de este lado del Atlántico buscaron consolidar el orden colonial vigente, representado por Fernando VII. “La causa revolucionaria −dice Di Meglio− se presentaba como empresa patriótica y eso la legitimaba. La Patria era uno de esos tres pilares simbólicos de la sociedad hispana junto con Dios y con el rey. Aquel no se ponía en discusión mientras que este era una incógnita desde 1808 (momento en que el reino de España estaba en manos de José Napoleón). Pero la noción de Patria −un concepto que remitía al territorio en el que se vivía en clave comunitaria y sentimental− devino en principio identitario fundamental a partir de 1810: había que servirla, salvarla, liberarla. También los fidelistas, claro, creían en la superioridad de su posición y ambas certidumbres explican en buena medida la duración y el encarnizamiento de lo que sería una guerra devastadora”. El origen de la Patria, como territorio que abarcaba el entonces Virreinato, es mucho más confuso que aquel que la historia consagrada ha introducido en las currículas educativas de la Argentina.


  Los dos siglos del 25 de Mayo representaron una gran expresión de júbilo y de identificación con los orígenes americanos de aquel grito libertario. Sin embargo, ahora, la inminencia de ese período que va de junio de 2015 a julio de 2016, cuando se celebrará el bicentenario de la declaración de la Independencia, constituye un desafío a ver los intereses que estaban en juego y que se potenciaron a los dos lados del océano Atlántico tras el ocaso de Napoleón y finalmente su derrota en los campos de Waterloo. Los intereses comerciales porteños veían ese escenario y sus intereses estaban por sobre cualquier entendimiento con Artigas y los gobernadores federales reunidos en Oriente. Es más, los enfrentaban, los perseguían. Aquellos caudillos de gauchos y de indios expresaban otros valores, defendían otros proyectos. Por algo Artigas, en el poco tiempo que pudo gobernar del otro lado del Río de la Plata, había establecido una reforma agraria. Para la visión liberal de entonces, luego acuñada por la historia consagrada, ese encuentro en Arroyo de la China atrasaba las agujas del reloj. Para muchos, entonces y ahora, esos congresales cumplían con el mandato revolucionario de Mayo y con el de la Asamblea de 1813, que pedía una Constitución.


  Pasado apenas un año del congreso artiguista, y sin los representantes de las provincias reunidas a orillas del río Uruguay, en San Miguel de Tucumán se reunían otras provincias para proclamar también una independencia. Sabidas son las ansiedades que despertaba en José de San Martín, las demoras y las intrigas de los congresales en los meses previos al histórico 9 de julio. San Martín llevaba casi dos años como gobernador de Cuyo y tenía la vista puesta tanto en la cordillera por donde cruzaría con sus ejércitos como en el avance de Brasil sobre el lado oriental. El Ejército de los Andes necesitaba cruzar para dar batalla a los españoles en nombre de la Patria. De una Patria con autoridades o sin ellas. Incluso, con unas autoridades dispuestas a sabotear la gesta histórica. Aquel Congreso de Tucumán apenas logró poner al frente de las Provincias Unidas a un Juan Martín de Pueyrredón dispuesto a apoyar un poco a San Martín. Pero aquel congreso no pudo ser el artífice de una constitución. Ni siquiera podía articular a las provincias que habían mandado emisarios a Tucumán. Lo que la historia oficial, consagrada, evade no es solo que el acta de la Independencia quedó como una proclama sin sustento institucional sino que expresaba a una nación que estaba partida antes de ser parida.


  Desde entonces han pasado casi doscientos años.


  I

  

  El tamaño del desafío



  Podría decirse que el desafío es gritar hasta quedarse afónico que la Patria no es lo que cuentan los que forjaron los relatos dominantes. Sin dejar de lado el derecho a quedarse afónico, también podría encararse otro desafío, menos épico y sin promesas de triunfo alguno. Iniciar un debate, por qué no un peregrinaje, desde el 29 de junio de 2015, cuando se cumplan doscientos años desde que los federales se reunieron en Arroyo de la China, y terminarlo el 9 de julio de 2016 en San Miguel de Tucumán, en el bicentenario de cuando otros congresales redactaron el acta fundacional que decía: “Declaramos solemnemente a la faz de la tierra que es voluntad unánime e indudable de estas provincias romper los violentos vínculos que las ligaban a los reyes de España, recuperar los derechos de que fueron despojadas, e investirse del alto carácter de una nación libre e independiente del rey Fernando VII, sus sucesores y metrópoli”.


  El gobernador de Entre Ríos, Sergio Urribarri, nacido a la política en Concordia, a ciento cincuenta kilómetros de Arroyo de la China, es de la partida. Más de una vez, impulsó actividades para restaurar el artiguismo argentino. Entre el día de inicio del Congreso de Oriente y la declaración de Tucumán hay doce meses y diez días. Más que suficiente para que sirva de escenario para curtir argentinidad. No para partir la historia una vez más sino para aprender, tanto como se pueda, de los otros.


  Este escenario es ya muy cercano. No solo se trata de pensar una agenda estratégica que remita a cuáles son las posibilidades de profundizar el proceso de redistribución de la renta hacia los sectores asalariados y los excluidos. No solo se trata de cuáles son las posibilidades de rediseñar planes y medidas para dar ventajas aduaneras, impositivas, financieras y comerciales a sectores industriales con mayor coeficiente tecnológico, más componentes nacionales y más capacidad de exportación. Se trata de algo cercano: el 9 de julio de 2016, el Papa Francisco tiene previsto visitar la Argentina. Cualquiera imagina a San Miguel de Tucumán como la ciudad donde podría producirse la mayor manifestación masiva de lo que va del siglo XXI en la Argentina, hasta tal vez más grande que las últimas dos grandes movilizaciones del siglo pasado: la del 20 de junio de 1973 cuando Juan Domingo Perón regresó definitivamente a la Patria y la visita de Juan Pablo II los días 11 y 12 de junio de 1982.


  El regreso de Perón fue signado por la violencia desatada por una ultraderecha precursora del terrorismo de Estado y en vez de fiesta se consumó un capítulo más de violencia política en un país que venía de dieciocho años de despojos y de entrega a las grandes multinacionales. Una violencia, además, que tenía como gran consigna el regreso de Perón pero que no se agotaba en eso. La Argentina, como el resto del continente, vivía los golpes de Estado auspiciados por la diplomacia norteamericana y la CIA. Estas intervenciones se daban en el marco de la Guerra Fría y de la Doctrina Monroe, pero por sobre todo respondían a un proceso de maduración de luchas populares entre las cuales se expresaron a través de la violencia revolucionaria. Allí convergieron sectores radicalizados de partidos políticos nacionalistas, de grupos marxistas y de cristianos tercermundistas.


  De aquellos escenarios de lucha se conjugaron aciertos y también errores de parte de los sectores revolucionarios. Podría decirse que el auge y el poder de convocatoria de la izquierda peronista y en menor medida de la izquierda no peronista tenían una consigna en común: “la Patria socialista”. Al poco tiempo −con la destitución de Héctor José Cámpora mediante y la muerte de Juan Perón después− se consolidaron la ortodoxia y la derecha detrás del lema “la Patria peronista”. La dictadura instaurada en marzo de 1976 borró la poca vida constitucional que quedaba en el país. El discurso del Terrorismo de Estado se escudó en la defensa de la Patria frente a un agresor interno. Aunque las organizaciones revolucionarias habían sido diezmadas, la dictadura ocupó el territorio nacional con el falso mensaje de que defendía la Patria. Hay que decirlo: el miedo imperante hace imposible una lectura de hasta dónde llegaba el sometimiento voluntario o la adhesión de quienes constituyeron la base social de esa dictadura. Algo que sí queda al desnudo es el doble estándar: el discurso de la Patria encubría otra realidad: la entrega a los intereses de los centros de poder internacional. El supuesto discurso patriótico era una mentira calculada de quienes tomaron por asalto los resortes del poder político y la administración de todos los niveles de gobierno. Como sucede con todas las creencias, religiosas, políticas o de otra índole, el engaño y la falsa conciencia (tomando una idea acerca de la ideología desarrollada por Carlos Marx y Federico Engels) son procesos culturales complejos y no pueden verse solo como la imposición de quienes manejan el aparato del Estado. La idea descabellada de afirmar la soberanía argentina en las Malvinas vía una invasión militar fue el último intento de esa dictadura de apelar al sentimiento patriótico. Ya no era para terminar con el enemigo subversivo interno encarnado tanto en los militantes revolucionarios como en todo tipo de disidencia con los planes de la dictadura. La convocatoria era para enfrentar a la Corona Británica, aquella que el pueblo argentino había identificado como la responsable de la expoliación y el sometimiento que, además, mantenía ocupadas “nuestras islas”.


  Era un cambio copernicano en el discurso del poder dictatorial. Sin embargo buscaba operar sobre el mismo sentimiento popular. La llegada del Papa en 1982, cuando faltaban tres días para la rendición, logró una gran adhesión no solo porque la Argentina es un país de fuerte raíz católica sino porque era el momento en que la sociedad salía de la mentira sistemática sobre el verdadero curso de las operaciones bélicas en el Atlántico Sur. Juan Pablo II llegaba en un momento trágico. La sociedad iba a tomar conciencia de que Leopoldo Galtieri había envuelto al país en una guerra suicida. Lo que todavía circulaba por las catacumbas era la verdadera dimensión de los crímenes de lesa humanidad y mucho menos aún se conocía el rol de la jerarquía católica en el plan sistemático de la desaparición de personas. Queda como un capítulo de la historia determinar si Malvinas fue el desenlace para el fin de la dictadura, o si fueron las luchas populares las que llevaron a la dictadura al manotazo de ahogado. Lo cierto es que la dictadura argentina tuvo fin antes que otras dictaduras del continente. No solo eso. En 1985, en un proceso que duró nueve meses, el pleno de la Cámara Federal, presidida por León Carlos Arslanián, condenó a las juntas militares. Tras los retrocesos de las leyes de Obediencia Debida y Punto Final, así como de los indultos, con Néstor Kirchner en el gobierno, el Congreso nacional derogó las leyes y decretos de impunidad. Se iniciaron los juicios orales y públicos en todo el país, muchos de ellos todavía en curso y donde se reconoce el pleno derecho a la defensa a todos los imputados.


  El 24 de marzo de 2016 se cumplirán cuatro décadas de aquella fecha infame utilizada por las minorías del privilegio para someter al pueblo y destruir la economía nacional. Aun con distintas interpretaciones y, desde ya, con muchísimos desafíos por delante, la sociedad ha hecho carne la idea del “nunca más” difundida durante el alfonsinismo y también hizo carne la necesidad de juzgar a todos quienes cometieron delitos aberrantes durante esos años. Una idea consolidada en los años del kirchnerismo.


  Los procesos de identidad mutan, son contradictorios, laberínticos. Es imposible en estas páginas acercarse a desentrañar qué significa la Patria para los argentinos en estos tiempos. No solo es difícil saber cómo piensa cada cual la Patria. También es complejo saber cuánto sirve que se piense la Patria. Más específicamente, de cuánto sirve el pensamiento sistemático sobre aquellos asuntos que son claves en la vida del país. Se sabe, al menos, cuánto importó el pensamiento y la toma de decisiones en asuntos fundamentales. La educación laica, gratuita y obligatoria solo fue posible porque se doblegó al pensamiento reinante de la educación confesional. Pero la ley 1.420 fue posible porque hubo un congreso pedagógico donde se expresaron las distintas visiones. También fue posible porque el censo de 1869 indicaba que siete de cada diez habitantes adultos eran analfabetos y porque la generación del 80 sabía que el potencial argentino dependía de obreros argentinizados −por la gran cantidad de inmigrantes− y con instrucción básica garantizada. La escuela pública fue un vector clave para lograrlo. Estaba, sin dudas, el empuje del pensamiento alberdiano en esa dirección. La historia de los caudillos federales y el rol de Domingo Faustino Sarmiento es materia de debate y, por supuesto, de distintas interpretaciones. Pero la escuela pública es parte sustantiva de la Patria.


  Las leyes que consagraron los derechos de los trabajadores desde 1943 son fruto de la visión y la determinación de Juan Domingo Perón de que la clase obrera jugara un rol determinante en la vida institucional argentina. Como eso afectó, y afecta, a los sectores que detentan el capital, las tensiones acerca de cómo se efectivizan los derechos sociales fue, es y será materia de conflictos sobre cómo se distribuye la riqueza. Sin embargo, no puede desconocerse que el peronismo dio la impronta de las modalidades de participación de los trabajadores en la vida política de las últimas siete décadas, nada menos que un tercio de la corta historia argentina. Además, el primer peronismo dio las pautas para establecer cuáles son los carriles de negociación de la conflictividad emergente de la disputa entre asalariados y capitalistas. El kirchnerismo, entre otros logros, recuperó los institutos que permiten encauzar la puja distributiva. La presencia de Carlos Tomada al frente del Ministerio de Trabajo durante la gestión de Néstor Kirchner y lo que va de las dos gestiones de Cristina Fernández demuestra que hay una continuidad entre aquel origen y este presente. Con escenarios diferentes respecto de la llamada exclusión social, con un nivel alarmante de trabajo informal, precario, no registrado. Escenarios que fueron abordados exitosamente por las políticas de inclusión vía los planes universales, especialmente la Asignación Universal por Hijo, una herramienta que es aceptada por la mayoría de las corrientes políticas como adecuada pero, por sobre todo, como el reconocimiento y la puesta en práctica de un derecho.


  Sería ingenuo ver una Argentina que marcha a la conciliación de intereses o a la aceptación del otro, especialmente del otro postergado, pobre, excluido. Sin embargo, tanto la educación laica y gratuita como la separación de la Iglesia Católica del Estado, que significó un cambio brusco en la herencia colonialista hispánica, son parte de la Patria. Y lo son también los derechos sociales de los trabajadores, que rompieron con la dominación cultural oligárquica.


  Pensar en 2016 puede ser tomado como un ejercicio de irresponsabilidad si se cree que la política es solo sortear las coyunturas. Sin embargo, hay fenómenos que deben ser analizados en perspectiva. Se cumplirá ese año, más precisamente el 2 de abril, el primer siglo de las primeras elecciones presidenciales libres que permitieron la llegada de Hipólito Yrigoyen a la Casa Rosada. Décadas de insurrecciones, levantamientos y abstencionismo electoral permitieron que apareciera en la escena el primer gran movimiento político nacional capaz de disputarles el poder a los sectores terratenientes y comerciantes asociados con los intereses británicos. Fue producto de la ley Sáenz Peña, sancionada en 1912, cuando dentro del viejo Partido Autonomista Radical emergía un sector dispuesto a dialogar con el radicalismo. Ese sector tenía como una de sus figuras más fuertes a Carlos Pellegrini, industrialista y de buena relación con Yrigoyen. Al modelo agroexportador dominante le surgían competidores que buscaban democratizar un país con un sistema político completamente fraudulento. La llegada del radicalismo fue definida como la invasión de la chusma por parte de los conservadores.


  Años después, la nueva oleada popular recibió el mote de “cabecitas negras” por parte de los poderosos. Fue entonces que al voto universal masculino se sumó el voto femenino consagrado por la Constitución de 1949, durante el primer gobierno de Juan Perón, cuando gobernaba el segundo movimiento nacional y popular. Es decir, las instituciones republicanas aparecían de la mano de las fuerzas políticas denostadas por quienes, tras el contubernio electoral, se valieron directamente de golpes de Estado para mantener sus privilegios. En ese sentido, cabe plantear que la Patria y la república no son dos maneras distintas de entender la identidad y la nación. Evocar la Patria y creer que las formas republicanas pueden ser dejadas de lado o desdeñadas es, quizá, uno de los problemas más acuciantes de la vida institucional argentina. Fueron esas fuerzas políticas, de origen popular, las que consagraron la plena participación.


  No alcanzó con mantener las formas republicanas de origen liberal para contener a la Patria. Ni siquiera con las huellas de los grandes movimientos populares, como el peronismo y el radicalismo. Las leyes que más marcaron la Argentina de estas últimas tres décadas de vida republicana fueron las que impulsaron la dupla Carlos Menem-Domingo Cavallo, y que fueron retomadas por Fernando de la Rúa también asociado con Domingo Cavallo. Es decir, por un gobierno de signo peronista y otro de signo radical. Menem fue el arquitecto del achicamiento del Estado, en abierta contradicción con la doctrina del primer peronismo. En efecto, las leyes de Reforma del Estado y de Emergencia Económica −23.696 y 23.697, respectivamente− fueron correlativas, para que nadie dudara de que eran dos partes de un proyecto integral. Estaban pensadas para llevar a cabo un plan, también pensado, que produjera una drástica redistribución del ingreso hacia los sectores minoritarios de la sociedad y que dieran todas las facilidades a los grupos económicos transnacionales para adueñarse de bienes públicos. Menem asumía el 8 de julio de 1989, con Cavallo al frente de la Cancillería, y lograba que estas normas se votaran a cuarenta días de hacerse cargo de la Casa Rosada aun con la composición parlamentaria anterior al recambio del 10 de diciembre de ese año. La de Reforma del Estado dio toda clase de poderes al Poder Ejecutivo, permitió que las empresas públicas fueran “sujetos de privatización” y tenía vigencia por un año y la posibilidad, por única vez, de que el Ejecutivo la prorrogara otro año.


  De un plumazo, podían venderse, por concurso, licitación o remate, la empresa de línea fluvial y marítima de bandera, la de aeronavegación comercial, la de ferrocarriles, la de correos y telégrafos, dos canales de televisión y varias radios. La frutilla del postre era la del gas y el petróleo. Pero también se privatizaban o se daban en concesión privada los puertos nacionales y la Junta Nacional de Granos y los astilleros navales. La Ley de Emergencia Económica reformó la carta orgánica del Banco Central, terminó drásticamente con los regímenes de promoción industrial y minera, con los sistemas de subsidios y otros mecanismos de redistribución de la renta a través del Estado, destinados históricamente a sostener áreas económicas de baja rentabilidad o de rentabilidad negativa. Terminó con el compre nacional, reformó el sistema de inversiones externas para dar más garantías a los capitales que llegaban de la mano del menemismo. Ese fue un plan. Esa fue una estrategia pensada. Tanto que incluía hacer campaña presidencial con las necesidades populares −revolución productiva y salariazo− y de inmediato dar un giro de 180 grados. Así y todo, Menem no pudo evitar la hiperinflación. En 1989, los precios al consumidor crecieron un 3.000 por ciento y en 1990 descendieron al 2.300 por ciento. Recién empezó un verdadero plan antiinflacionario con la llegada del “uno a uno”. Fue la Ley de Convertibilidad de marzo de 1991, con Cavallo en Economía, cuando se terminaba de poner en marcha ese plan completamente pensado. Por cierto, pensado en las usinas del poder económico, en los tanques de ideas o laboratorios de grupos empresariales y universidades de distintos países, fundamentalmente de la Escuela de Negocios de Harvard. Pero no alcanza con gritar que fue una traición. Menem fue votado una vez más. Lo acompañó el peronismo con muy pocas fracturas. Quizá la única significativa desde el punto de vista de la profundidad argumental y de la capacidad de liderazgo fue la de Germán Abdala. A fines de 1989, Abdala y otros siete diputados nacionales formaron un bloque parlamentario propio. Muchos de sus compañeros de bancada les advertían que no era bueno comer anchoas en el desierto. Abdala, enfermo de cáncer, murió muy joven, en 1993.


  La llegada de Néstor Kirchner al poder, diez años después, fue una gran sorpresa para los sectores privilegiados. No creían que ese hombre, con un pequeño grupo de dirigentes políticos e intelectuales llamado Grupo Calafate, pudiera poner en marcha un rumbo distinto. Claudio Escribano, pluma clave de La Nación y uno de los intelectuales orgánicos lúcidos del poder político conservador, se equivocó al advertir que Kirchner duraría poco en el gobierno. Lo escribió unos días antes de la asunción presidencial en términos proféticos y prosa alambicada: “La Argentina ha decidido darse gobierno por un año”. La realidad es que el ciclo kirchnerista se apresta a cumplir doce años, tres mandatos completos. Aún así, todos los logros que pueda exhibir el oficialismo no impiden abrir un debate honesto y valiente. Aquellas dos leyes claves de Cavallo dejaron una huella, trazaron un rumbo que dejó a la Argentina con mayor concentración de capital, más extranjerización económica, un alto grado de reprimarización y un Estado que requiere modificaciones de fondo para poder avanzar. Es preciso tener presente los consejos de don Arturo Jauretche, un valiente luchador, que se enfrentó con la dirigencia antipersonalista del radicalismo y abrazó el peronismo, aunque fue dejado de lado aun antes de la reelección de Perón en 1951. Jauretche siguió siendo un referente del pensamiento nacional sin resignar sus convicciones y sin callarse la boca. Solía decir que los pueblos tristes no vencen, que nada grande puede hacerse con la tristeza, que la estrategia de las minorías es entristecer a los pueblos y que es preciso pelear por el país alegremente.


  Cuando se acerque el 9 de julio de 2016, quien ejerza la presidencia del país llevará siete meses en la Casa Rosada. Sin dudas, desde la histórica casa de Tucumán y con la presencia del Papa, será un escenario donde dos siglos de historia lo observarán. Pero de una historia que todavía puede iluminar las tensiones de aquellos años y también las de estos. Tal vez sea un momento para una amplia convocatoria.


  Medio siglo atrás, en vez de buscar puentes y aceptar las diferencias, el recuerdo del Congreso de Tucumán consistió en secuestrar los sentimientos populares. Pascual Pistarini, general de Caballería, depuso al presidente Arturo Illia el 28 de junio de 1966. Juan Carlos Onganía, también general de Caballería, al día siguiente recibía la banda presidencial. Es de suponer que el dictador no tenía presente siquiera que ese 29 de junio se conmemoraba el Congreso de los Pueblos Libres. Eso sí, diez días después quería desfilar, entorchado y en carroza, por San Miguel de Tucumán en el Día de la Patria. No iba a regalar los ciento cincuenta años del Congreso de la Independencia a ese médico cordobés que, encima, pretendía hacer algo tan patriótico como pelearse con los grandes laboratorios de fármacos. La ley Oñativia −que lleva el nombre del ministro de Salud de Illia, Arturo Oñativia−, sancionada un año y medio atrás, había establecido una política de precios a los fármacos, determinó que la prescripción médica fuera según medicamento genérico, limitó la publicidad y restringió las remesas al exterior por parte de las empresas extranjeras. El 9 de julio, con las calles engalanadas y soldados vestidos con uniforme de combate, el Jardín de la República vivía la ficción de la Patria. Pasado medio siglo, el desafío está abierto.


  Por supuesto que hoy funcionan plenamente las instituciones democráticas y no hay riesgo de perder la vigencia constitucional. Por supuesto que el mismo Illia había llegado a la Casa Rosada con 25 por ciento de los votos mientras que los peronistas, proscriptos y silenciados, imposibilitados de hacer campaña pública, habían sacado 21 por ciento. Claro que hoy están las cámaras del Congreso donde los partidos dirimen, debaten, acuerdan y votan en base a un sofisticado menú de reglamentos y leyes bajo el paraguas de la mismísima Constitución. Sin embargo, parece que muchas demandas sociales y políticas asoman desde los márgenes del país. E incluso desde ciertos lugares considerados centrales desde el punto de vista del poder.


  Es evidente que el ciclo de doce años de gobiernos kirchneristas −una vez terminado el segundo gobierno de Cristina Fernández de Kirchner− no es leído de la misma manera por distintos actores políticos y económicos. Algunos ponen el énfasis en los logros sociales pero otros pueden reclamar la falta de datos como para ponderar los resultados que se atribuye el oficialismo. Otros afirman que se trata de un período plagado de odios y confrontaciones. Cualquier observador, apasionado o desapasionado, puede comparar estas diferencias que sacuden a la sociedad con las huellas del terrorismo de Estado. Pero el peso del pasado disminuye ostensiblemente en la percepción social. Aun en la de aquellos que dicen defender proyectos nacionales.


  Sin perjuicio de las brechas −algunas objetivas, emergentes de la economía, y otras subjetivas, propias de las convicciones o las tradiciones políticas−, tanto la historia como el escenario actual sugieren, y a veces piden a gritos, que se abran espacios de debate plurales. Y si se pretende simplificar que eso incluye “a propios y ajenos”, vale la pena poner en duda y desafiar intelectualmente esos conceptos.


  Un atractivo extra es que, entre junio de 2015 y julio de 2016, habrá elecciones y cambio de gobierno. Sería un aporte a esa transición que en las universidades, sindicatos, legislaturas, medios de comunicación, institutos históricos, artistas y partidos políticos pudiera hacerse una agenda que trate de poner en valor las diferentes visiones de la historia, no para conciliar de modo hipócrita sino para aceptarnos distintos y mejorar la agenda pública. Para blindar y actualizar los planes universales de inclusión social y para actualizar el sistema federal, entre otros tantos asuntos. Si bien la Constitución establece las competencias entre los estados federales −provincias− y el Estado central, en la práctica hay un unitarismo fiscal. Sin autonomía fiscal no hay autonomía política y el sistema de coparticipación funciona siempre atado a las contribuciones o partidas extraordinarias del poder central. La última Ley de Coparticipación Federal de Recursos Fiscales (23.548) es de 1988 y establece un régimen que califica de “transitorio”. La Constitución reformada en 1994 evitó pronunciarse de manera taxativa y decidió que el Congreso sancionara una nueva ley en un plazo de tres años. No se hizo. En 2009, los impuestos coparticipados de modo automático llegaban al 30 por ciento, cuando a principios del gobierno de Raúl Alfonsín superaban el 50 por ciento. Durante los noventa, Carlos Menem disminuyó el porcentaje y se estableció un doble estándar: el Estado central decidía de modo arbitrario cómo reforzar las partidas a las provincias. Eso sí, se fomentó el endeudamiento externo de los estados provinciales y el Estado nacional en muchos casos salía de garante de esos préstamos. Ese festival de endeudamiento enfriaba el debate de cómo repartir los impuestos nacionales. En estos años tampoco se avanzó mucho.


  Según el politólogo Hugo Quiroga, “una de las mayores críticas que se pueden hacer a la falta de reglas claras en las transferencias adicionales de fondos, que debilitan la autonomía política de los gobiernos provinciales, es la recaudación fiscal no presupuestada, que pone de manifiesto la resignación de competencias del Congreso. La masa de dinero que se obtiene por lo efectivamente recaudado −que no figura en el Presupuesto ni está autorizado por el Congreso− resulta un excedente que el Ejecutivo dispone discrecionalmente mediante decretos y facultades delegadas”. Se trata de mucha plata. Un paso interesante lo dio Cristina Fernández cuando creó, en marzo de 2009, el Fondo Federal Solidario. El decreto presidencial estableció que el 30 por ciento de las retenciones a la soja fueran destinadas a las provincias y la Ciudad Autónoma de Buenos Aires en las mismas proporciones establecidas por la Ley de Coparticipación. En ese momento significaba un aumento del 11 por ciento. Otro tema es que hay provincias claramente más desfavorecidas que otras con el esquema actual.


  Este debate no puede ser ajeno a los criterios que cada provincia tiene para establecer cómo utiliza sus propios tributos. El aumento de la alícuota o la sola actualización del valor fiscal de las propiedades en zonas rurales en estos años de crecimiento de la producción agrícola ya sería una fuente de aumento de ingresos provinciales. El cuco de que eso lleva a perder elecciones merece ser tomado en cuenta. El gobernador de Entre Ríos, Sergio Urribarri, mantuvo la alícuota y actualizó la valuación fiscal. Mejoró notablemente los ingresos y también fue reelecto gobernador. En Córdoba y Santa Fe la situación no avanzó. Un trabajo de los economistas Alejandro López Accotto, Carlos Martínez y Martín Mangas, de la Universidad Nacional de General Sarmiento, consigna: “Si se consideran propiedades rurales de similar escala y productividad, correspondientes a distintas localidades de la zona centro del país, en explotaciones de 800 hectáreas, con valores de mercado y productividad semejantes, correspondientes a Marcos Juárez (Córdoba), Victoria (Entre Ríos) y Venado Tuerto (Santa Fe), se observa una valuación fiscal por hectárea aplicada por el gobierno de la provincia de Entre Ríos (16.709 pesos) más de diez veces mayor que la adoptada por sus pares de Córdoba (1.590) y Santa Fe (1.588 pesos). En el caso entrerriano, la referida valuación fiscal no representa ni siquiera un 50 por ciento del valor de mercado, por lo que puede descartarse la idea de que se trataría de un valor fiscal excesivamente alto. Lo que significa que habrían abonado 392 pesos por hectárea en Victoria, 70 pesos en Venado Tuerto y la pequeña suma de 22 pesos en Marcos Juárez. No sorprende entonces que la recaudación del inmobiliario rural cordobés sea paupérrima”.


  En el distrito bonaerense, la propuesta de reforma fiscal, que incluía una revaluación de las propiedades rurales, generó un conflicto que terminó con Hugo Biolcati al frente de un nutrido grupo de ruralistas que entraron en patota a la Legislatura. El argumento de los empresarios, en su mayoría enriquecidos por el boom sojero, era que los impuestos nacionales en la categoría Bienes Personales habían aumentado mucho y se trataba de impuestos no coparticipados. Es decir, que no volvían a la provincia. Sin embargo, los ajustes de la Agencia de Recaudación de Buenos Aires permitieron que en 2012 hubiera un aumento de la recaudación en el sector rural −según los datos oficiales se duplicó−, aunque muy lejos de lo sucedido en Entre Ríos. López Accotto señala que en 1983 el impuesto inmobiliario representaba el 36 por ciento de los impuestos de la provincia. Tres décadas después es el 6 por ciento. Debatir sobre impuestos, sobre todo de impuestos directos, es darle oxígeno al rol del Estado para reasignar recursos a favor de los sectores productivos que necesitan estímulos y, sobre todo, para mejorar el coeficiente de distribución del ingreso a favor de los sectores populares.


  El tamaño del desafío es grande y los caminos a la vista parecen estrechos como para que la sola confrontación de pertenencia partidaria o sectorial alcance. Dos tercios de las 500 empresas más importantes de la Argentina son filiales extranjeras de empresas multinacionales. Desde 2001 hasta la fecha, crecieron los niveles de concentración y extranjerización. La primarización de la economía se refleja en nuestra balanza comercial: el 85 por ciento de las importaciones son productos industriales de alto valor agregado, elaborados en el exterior. Al contrario, y si bien en la última década la proporción ha mostrado un incremento, sólo el 35 por ciento de las exportaciones son bienes industriales y en su mayoría son de origen agropecuario, con bajo valor agregado. La convergencia de los sectores primario e industrial provoca tensiones y disputas que solo pueden resolverse desde la política. Néstor Kirchner confirmó que, desde el poder político, podían torcerse lo que algunos llaman las sagradas leyes del mercado. Sin embargo, este ciclo institucional concluye con una pesada presencia de los factores de poder económico y financiero en la toma de decisiones del gobierno de Cristina Kirchner. Así como el legado de estos doce años dejará cosas que no deben ser modificadas, hay otras cuyo rumbo deberá corregirse y algunas, sin dudas, exigen cambios de rumbo.


  La integración económica requiere industrialización. Lo dicen prácticamente todos los sectores políticos que se ponen en juego para las elecciones de 2015. Pero nadie explica cuáles son los mecanismos de integración y transferencia que estimulen y/o impongan a los sectores primarios −que tienen más peso económico pero escaso apoyo electoral− emprender caminos de industrialización. Esos sectores, que hoy tienen centro en las oleaginosas, generan la mayoría de las divisas. La Argentina tiene un déficit comercial industrial de 35.000 millones de dólares. Para reducir los riesgos de una crisis externa es preciso cambiar. Pero industrializar y lograr crecer en el coeficiente de las exportaciones industriales no es algo que convoque inmediatamente a quienes detentan el poder económico. En abril pasado, diversas cámaras que representan a las grandes empresas se expresaron a través del Foro de Convergencia Empresarial, un alineamiento circunstancial, hecho a medida de una coyuntura donde los sectores concentrados quieren fijar límites a los mecanismos de transferencia de riquezas, tanto a sectores industriales de menor rentabilidad como desde los sectores minoritarios, con mayores ingresos, hacia los asalariados por vía de las negociaciones salariales, o a los sectores excluidos por vía de los planes sociales estatales. Quieren una reforma impositiva que termine con las retenciones pero, desde ya, que beneficie a la punta más rica de la pirámide social. El argumento de sus defensores es que la inversión privada necesita estímulos.


  Es evidente que no habrá tiempo de una reforma impositiva ni habrá una modificación del pacto federal fiscal en lo que resta del mandato de Cristina Kirchner. Esto tiene lecturas políticas distintas. Algunos ponen el eje en que el gobierno no pudo o no supo avanzar en un cambio de paradigma de los impuestos como sí pudo avanzar en la redistribución del ingreso por vía de planes y políticas sociales. Otros advierten que el poderío económico de las corporaciones es capaz de torcer el brazo de cualquier sector político que intente ese camino a menos que tenga un respaldo o una presión social muy elevada. Pero es preciso advertir que tienen muy poca cabida las voces que creen en la capacidad de las instituciones constitucionales como la vía para debatir el largo plazo y modificar las conductas de los actores económicos y sociales. Sin embargo, ese es el camino, quizá estrecho, que ofrece una democracia con más de tres décadas de continuidad.


  El politólogo Carlos Acuña encaró un trabajo de largo aliento donde participa una cantidad importante de académicos especializados en distintas disciplinas. En el primero de tres volúmenes publicados −¿Cuánto importan las instituciones?−, Acuña plantea que uno de los valores que tienen las instituciones es el de modificar conductas. A veces, sostiene, “aunque lo hagan en una dirección que apunte a evitar la regla o su cumplimiento”. Y esto es interesante porque muchas veces los nidos de corrupción o de incumplimiento de normas pueden leerse como una respuesta negativa a un proceso de transformación. Un adagio simplón dice una cosa cierta: conducir es corregir. Acuña agrega: “Aquellas instituciones que efectivamente logran moldear comportamientos sobre la base de la regla establecida podrían resolver problemas de coordinación y conflictos distributivos en una dirección de mayor eficiencia y justicia, lo que es relevante para la sociedad y los intereses y derechos que la atraviesan”.


  La llegada de Néstor Kirchner al poder fue producto de un escenario límite: la crisis de diciembre de 2001 puso a la Argentina al borde de la disolución. En realidad, la dependiente economía nacional ya había derrapado en el último tramo del gobierno de Raúl Alfonsín y el país fue laboratorio de un grupo de empresarios norteamericanos que alternaban y alternan las oficinas privadas y públicas. Rodolfo Terragno, en La simulación, brinda su testimonio de cómo fueron los vínculos entre los organismos financieros internacionales, principalmente el FMI, y los funcionarios argentinos de finales del gobierno de Alfonsín y, sobre todo, de los dos períodos de Carlos Menem. Quien fuera último ministro de Obras Públicas de Alfonsín define el vínculo como de “simulaciones recíprocas” donde, por supuesto, la iniciativa y la toma de decisiones corren por un solo lado. Cuenta algunas cosas de David Mulford, el banquero norteamericano que fue secretario del Tesoro de Estados Unidos al momento del llamado Megacanje, la operación pergeñada por Domingo Cavallo como ministro de Economía de Fernando de la Rúa, y que significó unas comisiones exorbitantes para los bancos privados beneficiados por la reestructuración de la deuda externa unos meses antes de la hecatombe que terminó en la represión del 19 y el 20 de diciembre de 2001 y la huida de De la Rúa de la Casa Rosada en helicóptero. Mulford había dejado el Tesoro norteamericano a fines de 1992, cuando Cavallo era ministro de Menem. Fue entonces que Mulford asumió como uno de los vicepresidentes del Banco de Boston. Ese banco fue contratado por Cavallo para privatizar YPF. El argentino que trabajó con Mulford en esta operación fue Adalbert Krieger Vasena, quien estuvo a cargo de la cartera económica del dictador Onganía.


  Terragno cuenta que “la liquidación de YPF le reportó a Mulford comisiones millonarias”. Para ver cuáles son los vínculos entre unos y otros, cabe mencionar que al frente del Tesoro estaba Nicholas Brady y que el presidente del Comité de Bancos Acreedores era William Rodhes. Entre febrero y agosto de 1993, durante el gobierno de Menem, mientras las privatizaciones reportaban beneficios a los banqueros norteamericanos, los ministros de Economía y de Relaciones Exteriores, Domingo Cavallo y Guido Di Tella, condecoraban a Mulford, Brady y Rodhes con la Gran Orden de Mayo y la Orden del Libertador. Pero lo impresionante es que Mulford y Cavallo, seis años después y con un gobierno de signo radical y no peronista, fueron los arquitectos del llamado Megacanje. La operación consistió en postergar los vencimientos de títulos de la deuda dejando a los bancos intermediarios unas comisiones exorbitantes. Al tiempo, Fernando de la Rúa se subía al helicóptero y dejaba vaciado el país. El juez Jorge Ballesteros, que había trabajado intensamente sobre la perversa deuda externa, inició una acusación penal contra Mulford en marzo de 2002 y fijó la audiencia para abril de ese año. Los números de Ballesteros, aportados por varios investigadores, entre ellos Mario Cafiero y Javier Llorens, indicaban que la deuda se había incrementado en la friolera de 40.000 millones de dólares y que uno de los bancos favorecidos era el Credit Suisse First Boston, uno de cuyos directivos era precisamente Mulford. Cabe consignar que la reestructuración de la deuda dejó sin protección y perjudicó a los tenedores de los nuevos títulos, que meses después se enteraban de que el megacanje era el primer acto, que el segundo sería el corralito y que luego la Argentina chocaría y quedaría sin recursos para hacer frente a sus obligaciones. La historia de la impunidad de los banqueros tiene algunas muestras claras: en septiembre de 2012, diez años después, el juez Marcelo Martínez de Giorgi, quien sucediera a Ballesteros en el juzgado, declaró a Mulford “en rebeldía”. En junio de 2014, la sala II de la Cámara Federal sobreseyó a los ocho procesados que tenía la causa, entre ellos, por supuesto a David Mulford.
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